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DEPENDENCIA SOLICITANTE 
Dirección nacional de recursos y acciones 
judiciales 

CIUDAD Y FECHA DE SUSCRIPCIÓN 
DE LOS ESTUDIOS PREVIOS 

Bogotá D.C. – Julio de 2021 

PRESUPUESTO ESTIMADO: $ 21.604.668,00 

 

 

TIPO DE CONTRATO 

Urgencia Manifiesta  
Contrato Interadministrativo  
Convenio Interadministrativo  
Convenio Interinstitucional  
Proveedor Exclusivo  
Prestación de Servicios Profesionales  
Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión X 
Arrendamiento  
Adquisición de bienes inmuebles  
Actividades científicas y tecnológicas  

 

1. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD: 
 

La Defensoría del Pueblo es la institución del Estado colombiano responsable de impulsar 
la efectividad de los derechos humanos en el marco del Estado Social de Derecho, 
democrático participativo y pluralista, mediante la promoción, divulgación, prevención 
protección y defensa de los derechos humanos y el fomento y respeto al derecho 
internacional humanitario; entre estos derechos se encuentran los Derechos e intereses 
colectivos, protegidos mediante la Constitución Política de Colombia en su artículo 88 
que consagró la Acción Popular y la Acción de grupo como un mecanismo de protección 
de los mismos. 

 
Que mediante Decreto 025 de 2014 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y se 
establece la organización y funcionamiento de la Defensoría del Pueblo”, se señala en 
el numeral 2.4 del artículo 3 que, dentro de la estructura de la Entidad, se encuentra la 
Dirección Nacional de Recursos y Acciones Judiciales, señalando en el artículo 16, 
funciones como: 

 
1. Impartir las directrices para la interposición de la acción de tutela, el derecho de 
hábeas corpus, las acciones populares y la acción pública de inconstitucionalidad en los 
términos establecidos en la ley, en el ejercicio de las competencias asignadas a la 
Defensoría del Pueblo. 
2. Impartir las directrices para la intervención o coadyuvancia en las acciones de tutela, 
populares y de grupo, en los términos establecidos en la ley, en el ejercicio de las 
competencias asignadas a la Defensoría del Pueblo. 
3. Hacer seguimiento a las acciones judiciales y recursos promovidos por la Entidad a 
nivel regional y nacional y llevar un registro de estos. 
4. Coordinar la delegación y asistencia a los Personeros Municipales en materia de acción 
de tutela, de conformidad con la ley. 
5. Asumir las atribuciones y facultades que el Código de Procedimiento Penal y otros 
estatutos especiales le otorgan al Defensor del Pueblo dentro de los procesos 
respectivos. 
6. Proyectar las demandas, impugnaciones, recursos de insistencias o defensas ante la 
Corte Constitucional de las normas directamente relacionadas con los derechos 
constitucionales, en los términos previstos en la ley, de conformidad con las 
competencias asignadas a la Defensoría del Pueblo. 
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7. Interponer las acciones populares de connotación nacional, conforme a las directrices 
del Defensor del Pueblo. 
8. Administrar el Registro Público Centralizado de las Acciones Populares y de las 
Acciones de Grupo que se interpongan en el país, previa información suministrada 
por el Juez que conozca de estos procesos. 
9. Elaborar e implementar los planes anuales en el ámbito de su competencia, de 
acuerdo con la metodología diseñada por la Oficina de Planeación. 
10. Aplicar las directrices y lineamientos del Sistema de Gestión Integral de la Defensoría 
del Pueblo. 
11. Las demás que le asigne la ley o el Defensor del Pueblo de acuerdo con la naturaleza 
de la dependencia. (Subrayado en negrilla y fuera de texto) 

 
Que la Ley 472 de 1998 “Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política 
de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan 
otras disposiciones.” En su artículo 70 crea el “Fondo para la Defensa de los Derechos e 
Intereses Colectivos”, señalando sus funciones en el artículo 71, así: 

 
“Funciones Del Fondo. El Fondo tendrá las siguientes funciones: 
a) Promover la difusión y conocimiento de los derechos e intereses colectivos y sus 
mecanismos de protección; 
b) Evaluar las solicitudes de financiación que le sean presentadas y escoger aquellas que 
a su juicio sería conveniente respaldar económicamente, atendiendo a criterios como la 
magnitud y las características del daño, el interés social, la relevancia del bien jurídico 
amenazado o vulnerado y la situación económica de los miembros de la comunidad o del 
grupo; 
c) Financiar la presentación de las Acciones Populares o de Grupo, la consecución de 
pruebas y los demás gastos en que se pueda incurrir al adelantar el proceso; 
d) Efectuar los pagos correspondientes de acuerdo con las costas adjudicadas en 
contra de un demandante que haya recibido ayuda financiera del Fondo; 
e) Administrar y pagar las indemnizaciones de que trata el artículo 68 numeral 3 de 
la presente ley.” 

 
Así mismo el artículo 72 establece: 

 
“MANEJO DEL FONDO. El manejo del fondo para la Defensa de los Derechos e 
intereses Colectivos estará a cargo de la Defensoría del Pueblo” 

 
A su vez dicha función fue delegada por el Defensor del Pueblo a la Dirección Nacional 
de Recursos y Acciones Judiciales, mediante Resolución No. 236 de 18 de abril de 2006 
“Por la cual se reorganiza el Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses 
Colectivos; se establece su manejo, funcionamiento y procedimiento para el cobro de 
acreencias y pago de obligaciones” 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, y en ejercicio de sus funciones, el Fondo para la Defensa 
de los Derechos e Interese Colectivos, tuvo conocimiento de la sentencia de radicados 
250002326000199900002 04 y 2000-00003-04 de fecha 11 de noviembre de 2012, del 
Consejo de Estado, en la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, que 
trata de la Acción de Grupo correspondiente a lo que se ha denominado “Caso Doña 
Juana”, teniendo como antecedente lo siguiente: 

 
El día 27 de septiembre de 1999, fue presentada la Acción de Grupo por el señor 
GUILLERMO RAUL ASPRILLA CORONADO, en representación de LEONARDO BUITRAGO 
QUINTERO y otros, contra el DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ, y para sustentar las 
peticiones, se basaron en síntesis en los siguientes hechos: 

 
1. El relleno sanitario Doña Juana inició operaciones en el año de 1988. Se concibió 

como una instalación de disposición de desechos sólidos, mixtos. Desde su 
apertura ha recibido aproximadamente cinco mil toneladas de residuos por día. 
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2. Entre los años 1988 y 1993, las operaciones del relleno estuvieron a cargo de la 
EMPRESA DISTRITAL DE SERVICIOS PÚBLICOS (EDIS), la cual se encargaba del 
manejo de basuras; no obstante, esto no se realizó de una forma adecuada y los 
residuos eran sólo compactados y cubiertos. Por este motivo se suscribió contrato 
con Hidromecánica Limitada cuyo objeto era el diseño de un sistema de 
tratamiento de lixiviados por el método de recirculación. Dicho sistema se 
culminó en 1994. 

3. El 16 de diciembre de 1993 se expidieron el acuerdo 41 y el Decreto 159, por 
medio de los cuales se suprimió y se liquidó la EDIS; así mismo se dictaron normas 
relativas a la contratación de la prestación de los servicios de barrido, 
recolección y disposición de residuos sólidos a través del sistema de concesión 

4. Mediante resolución 1149 del 22 de septiembre de 1994, se suscribió entre el 
Distrito y la Firma Promotora de Construcciones e Inversiones Santana Limitada 
(PROSANTA LTDA), el contrato de concesión No.016, cuyo objeto era “… la 
operación técnica administrativa y ambiental del relleno sanitario Doña Juana.” 

5. En el periodo comprendido entre el 22 de septiembre de 1994 y el 27 de 
septiembre de 1997, se evidenciaron deficiencias en el servicio, entre otras 
causas, por cambio de terrenos, variaciones de los diseños y mal manejo de la 
basura. 

6. El 26 septiembre de 1997, se empezaron a observar grietas en el talud principal 
de la Zona II del relleno sanitario, y al día siguiente se produjo el deslizamiento 
de un millón doscientas mil toneladas de toda clase de desechos. Las basuras 
cubrieron dos colinas, taparon las calles internas, ocuparon quince hectáreas de 
terreno y bloquearon el cauce del río Tunjuelito. 

7. Solo después de acaecida la catástrofe ambiental se comenzaron a realizar los 
requerimientos por parte del interventor y de la entidad contratante. 

8. El derrumbe del relleno sanitario contaminó el ambiente, ocasionó dificultad en 
la respiración de los habitantes de los barrios cercanos, pues los olores que 
despedía eran nauseabundos y de gran intensidad 

9. El derrumbe del relleno sanitario ocasionó una tragedia ambiental, ya que un 
gran número de residuos, entre los que se encontraban desechos peligrosos, 
quedaron expuestos a cielo abierto. Esto generó infecciones respiratorias, 
alergias, vómitos, erupciones cutáneas, principalmente en niños. De igual modo, 
se generó el represamiento del río Tunjuelo y de varias quebradas de la zona y 
la contaminación de las aguas por el vertimiento de lixiviados. 

10. La gravedad de la catástrofe ambiental se denota en la clase de residuos tóxicos 
que quedaron expuestos: orgánicos (sangre, tejidos de piel y órganos); químicos 
(material radioactivo y medicamentos) e industriales (generados por 
curtiembres, plomo, mercurio etc.) 

11. Con posterioridad al derrumbe se desataron plagas y los alimentos comenzaron 
a descomponerse con gran rapidez. De hecho, los establecimientos de comercio 
expendedores de los mismos tuvieron que cerrar sus puertas. 

12. El Gobierno Distrital declaró la emergencia sanitaria y ambiental, lo cual ocasionó 
no solo la remoción de los residuos sino una gran labor de fumigación. La 
utilización de químicos generó nuevas molestias a los habitantes del sector. 

13. Los hechos descritos son causa de una catástrofe ambiental de gran magnitud 
que afecta a los habitantes de las localidades aledañas a Usme, Ciudad Bolívar, 
San Cristóbal, Tunjuelito, Bosa Y Kennedy. Específicamente en los barrios de La 
Marichuela, Valles de Cafam, Rincón del Nuevo MUZÚ, Cortijo, Bosa, Isla del Sol, 
Diana Turbay, Santa Lucía, Santa Librada, El tunal, Casablanca, Bochica Sur, 
Venecia, Sotavento, La Pichosa, Viviendas. 

14. Se dispuso una zona de botadero de emergencia a efectos de que la disposición 
final de basuras siguiera operando. Sin embargo, se debe anotar, que de acuerdo 
con el contrato de concesión PROSANTA debía tener lista la Zona IV del relleno 
para atender esta clase de eventos. Situación que no se presentó, pues el lugar 
no estaba preparado para afrontar una contingencia de tal magnitud. 

15. El 19 de diciembre de 1997 se expide la Resolución No 1540 de 1997, por medio 
de la cual se declara la caducidad del Contrato de Concesión para la operación 
técnica, administrativa, ambiental y de mantenimiento del relleno sanitario de 
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Doña Juana. En el acto administrativo se hace un recuento detallado de las 
anomalías en que incurrió el contratista y se evidencia la negligencia de la 
administración y de la interventoría. 

16. En la zona aledaña al relleno sanitario, se han desocupado y entregado los 
inmuebles en arriendo, debido a las incomodidades causadas por el derrumbe. 

17. Algunos de los barrios aledaños al relleno sanitario en las localidades de Usme y 
Ciudad Bolívar, pocos días después del derrumbe, se vieron afectados por 
detonaciones diarias de dinamita que se realizaron para la adecuación del relleno 
auxiliar. 

18. En la época de presentación de la demanda el manejo del relleno sanitario se 
sigue haciendo deficientemente y persisten los efectos nocivos para la población 
que produjo el derrumbe”1 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, en sentencia de segunda instancia, la Sección Tercera 
en Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, condenó: 

 
“(…) al DISTRITO DE BOGOTÁ a pagar a título de indemnización de daño moral y 
afectación de los derechos constitucionales a la intimidad familiar y a la recreación 
y libre utilización del tiempo libre, la suma de $227.440.511.400 a los integrantes 
del grupo que se hayan constituido como parte en el proceso y los que lo hagan 
después, en los términos señalados en la parte motiva. La suma de dinero 
constitutiva de esta condena se deberá pagar al Fondo Para la Protección de los 
derechos e intereses colectivos, administrado en los términos de ley, por el 
Defensor del Pueblo” (Resaltado fuera de texto). 

 
En atención a lo anterior, la Defensoría del Pueblo observó que no existían antecedentes 
similares en la contratación para dar cumplimiento a la sentencia, toda vez que por el 
volumen de solicitudes hechas y por la necesidad de llevar a cabo el procedimiento de 
la georreferenciación, se constituyó en una actividad especializada, la cual no podía 
llevarse a cabo por la Defensoría del Pueblo directamente, por carecer de la capacidad 
técnica necesaria2, es por lo anterior que, la entidad celebró con la Universidad Nacional 
de Colombia el Contrato interadministrativo No. 378 de 2015, cuyo objeto consistió en: 

 
“Contratar un operador para el diseño y ejecución de las actividades encaminadas a 
determinar qué personas de aquellas que solicitaron ser incorporadas al grupo de 
beneficiarios de la sentencia de la acción de grupo que condenó al Distrito de Bogotá a 
pagar más de 227.000 millones de pesos por los deslizamientos ocurridos a finales de los 
años 90 en el relleno sanitario Doña Juana, ostentan el derecho a ser indemnizados 
adelantando entre otras la verificación documental para la admisión de posibles 
beneficiarios adherentes, la conformación de listas preliminares de beneficiarios 
adherentes, la determinación de los grupos de afectación a través del sistema de 
Georreferenciación y la determinación de los integrantes de cada grupo de afectación” 

 
Que dicho contrato finalizó el día 27 de diciembre de 2017, que dio como resultado el 
análisis de aproximadamente 600.773 expedientes de personas que solicitaron la 
adhesión a la sentencia que resolvió la acción de grupo “Caso Doña Juana”, donde se 
establecieron tres áreas misionales para el desarrollo del estudio de los casos: gestión 
documental, jurídica, y geomática y con un apoyo transversal de sistemas de 
información; con lo que integralmente se buscaba establecer el grupo definitivo de 
beneficiarios y se obtuvieron como resultado las siguientes cifras : 

 
● Procesamiento de información: Se procesó un total de 11.443 cajas de gestión 

documental inventariadas, correspondientes a 596.695 carpetas o radicados 

 

1 
Sentencia 250002326000199900002 04 y 2000-00003-04 de fecha 11 de noviembre de 2012, del Consejo de Estado, en 

la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. 
2 

Estudios previos, Contrato No. 378 de 2015 
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● Población total de solicitantes: Con base en la información registrada en la base 
de datos única, el número total de solicitantes es de 600.733, los cuales se 
obtuvieron a partir de las 596.695 carpetas, esto es 1,0070 expedientes por cada 
radicado. 

 
Luego de realizado el análisis jurídico y de georreferenciación, se observó que el 25,36% 
de la población solicitante probó, mediante la documentación aportada las condiciones 
subjetivas de residencia, estudio y/o trabajo, así como las condiciones de territorialidad 
y temporalidad definidas en la sentencia, tal y como se explica en el siguiente cuadro: 

 
Categoría cantidad % 

Beneficiarios 152.340 25,36% 

No beneficiarios 448.433 74,64% 

Total 600.773 100% 

 
● Distribución de los solicitantes beneficiarios: los 152.340 solicitantes, se 

distribuyeron en cada una de las áreas de afectación o de impacto que estableció 
la sentencia, con base a la distancia con relación al foco emisor, de la siguiente 
manera: 

 
Anillo o Nivel de impacto Cantidad % 

Primer nivel: 0 hasta 
1.500 metros 

35.344 23,2% 

Segundo nivel: 1501 hasta 
3.000 metros 

60.853 39,9% 

Tercer nivel: 3.001 hasta 
5.000 metros 

56.143 36,9% 

Total 152.340 100% 

 
● Población no incluida como beneficiario: Se obtuvo un total de 448.433 

solicitantes que de acuerdo con el estudio no son beneficiarios, teniendo en 
cuenta que NO probaron mediante la documentación aportada las condiciones 
de temporalidad, subjetivas de residencia, estudio y/o trabajo o que pese a haber 
probado alguna de las condiciones, NO probó la condición de territorialidad, o la 
información suministrada por el solicitante no fue suficiente para el proceso de 
georreferenciación. 

 
Que teniendo en cuenta lo anterior, le corresponde a la Defensoría del Pueblo a través 
del Fondo Para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, realizar la notificación 
del acto administrativo que determina el grupo de beneficiarios de la sentencia referida. 
Como parte del trámite teniente a desempeñar cabalmente la labor encomendada por 
la referida Ley, dicho acto administrativo debe notificarse de conformidad a los 
establecido por los artículos 66 y s.s del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, toda vez que hasta tanto no se efectúe el procedimiento 
allí descrito, el acto administrativo no produce efecto jurídico alguno, con lo cual se 
busca no vulnerar los principios rectores que la actividad del Estado, como son el 
principio de publicidad y el derecho al debido proceso, que se deben acatar al proferir 
las actuaciones administrativas. 

 
En consecuencia, es responsabilidad de la Defensoría del Pueblo, adelantar los trámites 
pertinentes relacionados con la recepción de recursos de reposición y apelación contra 
dicho acto administrativo, contestación de estos, así como su respectiva notificación. 
Este proceso de notificación debe ir acompañado de un proceso de organización 
documental de los expedientes electrónicos y físicos expedidos y recepcionados durante 
el mismo y a su vez, debe ser apoyado de una herramienta electrónica que consolide, 
sistematice, digitalice y dé trazabilidad al procedimiento 
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desarrollado hasta agotar el trámite que tiene como fin el pago individual de la acción 
de grupo. 

 
En virtud de lo anteriormente descrito la Defensoría del Pueblo suscribió el 18 de 
diciembre de 2018 el contrato interadministrativo No. 382 con la Universidad Nacional 
de Colombia, cuyo objeto es: Contratar a la Universidad Nacional de Colombia para el 
Diseño y ejecución de actividades que permitan la finalización del procedimiento 
administrativo por medio del cual se establece el grupo de beneficiarios adherentes de 
la sentencia de Acción de Grupo “Relleno Sanitario Doña Juana”. 

 
El contrato No. 382 de 2018 contempló seis fases a saber: 

 
“[…] 

1. FASE 1: PLANEACIÓN, ALISTAMIENTO Y DISEÑO DEL PROCESO. 
2. FASE 2: HABILITACIÓN PLATAFORMA ELECTRÓNICA: 1) Desarrollar un sistema 

de información automatizado para ser utilizado vía Web, que contenga toda la 
información de las personas que hayan solicitado ser adherentes a las 
indemnizaciones por afectación den la acción de grupo “Relleno Sanitario de 
Doña Juana” es decir aproximadamente 600.000 personas; este sistema de 
información tendrá como principal insumo las bases de datos generadas por el 
estudio efectuado por la Universidad Nacional de Colombia, además deberá 
tener la capacidad de manejo de grandes volúmenes de datos, que facilite la 
radicación de las reclamaciones vía web, actualización y cargue masivo de 
documentos, que a su vez permita: a. Dar trazabilidad al proceso, que permita 
la consolidación, el seguimiento y control para lograr establecer de manera 
definitiva, la conformación del grupo a indemnizar de la acción de grupo 
“Relleno Sanitario de Doña Juana”. B. Desarrollar el proceso de notificación 
(personal y electrónica) y la recepción de recursos, por lo cual esta herramienta 
tecnológica debe estar diseñada, probada y autorizada para ser utilizada durante 
la fase cuatro denominada: “notificación e interpretación de recursos y 
siguientes”. La herramienta contará con los siguientes requerimientos técnicos 
mínimos: a. Toda la información generada durante el procesos la solución 
tecnológica y demás documentos recopilados en desarrollo del mismo, serán 
propiedad de la Defensoría del Pueblo, al considerarse este software como una 
obra de encargo. b. A través de la herramienta informática Web se controlará, 
apoyará y verificará el proceso de la notificación del acto administrativo que 
resuelve las solicitudes de adherentes a las indemnizaciones por afectación en 
la acción de grupo “Relleno Sanitario de Doña Juana”. c. Garantizar la conexión 
concurrente de más de 1.000 usuarios al tiempo. d. Integrar el componente 
geomático producto del análisis realizado en la etapa de estudio de 
beneficiarios. e. Contar con un mínimo de 50 Teras de disponibilidad de espacio 
para garantizar el almacenamiento de la información. f. Garantizar la seguridad 
contra ataques y/o intervenciones cibernéticas. g. Garantizar la realización de 
copias de respaldo de la información con periodicidad (diaria, semanal y 
mensual) incremental. h. Contar con mecanismos de autenticación, con usos de 
claves personales que garanticen el acceso seguro a la utilización de los usuarios 
que operen el sistema. i. Manejar roles o perfiles de acuerdo a la labor que 
desempeña cada persona que tiene acceso a la misma. j. Contar con un “time 
out” de no más de diez minutos una vez que el sistema detecte inactividad por 
parte del usuario. k. Prohibir el acceso simultáneo de un mismo usuario en 
diferentes equipos de cómputo. l. La integridad y confidencialidad de la 
información que viaja por el canal de comunicaciones utilizará una forma de 
cifrado de datos. m. La herramienta permitirá realizar consultas en tiempo real 
y generar reportes en ambiente web según parametrización y permitirá el acceso 
con claves de seguridad para realizar consultas de dichos reportes. Los reportes 
deben contar con filtros, que permitan seleccionar una, varias o todas las 
opciones presentadas por cada variable, en diferentes periodos de tiempo 
respecto de la información disponible según definición conjunta con la 
supervisión del contrato respecto de dichos reportes. n. Contar con sistemas de 
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respaldo y planes de contingencia que garanticen la continuidad de la operación 
de la herramienta. o. El servidor donde se aloja la herramienta informática y 
por ende sus archivos tendrá una disponibilidad mínima del 99.6% y 
confidencialidad y seguridad de la información del 100%. p. Permitir la 
exportación a formatos estándar de archivos tales como TXT, XML, Excel, PDF 
entre otros. q. Permitir, entre otros, la carga automática de archivos en PDF 
y/o imagen. PARÁGRAFO PRIMERO: Al terminar el objeto contractual el sistema 
de información antes detallado, la Universidad Nacional de Colombia deberá 
dejarlo instalado y funcionando en los equipos y dependencias de la Defensoría 
del Pueblo, destinados al seguimiento de la acción de grupo relleno sanitario 
doña Juana. PARÁGRAFO SEGUNDO: En caso de que la Universidad Nacional de 
Colombia utilice un software especializado, la licencia deberá quedar a nombre 
de la Defensoría del Pueblo, o en su defecto, se usará software libre convenido 
de la entidad. 

 
2) Entregables: El producto definido como el “sistema de información” deberá 
permitir la integración de las siguientes funcionalidades: A. Individualización de 
los expedientes. B. Trazabilidad del trámite de cada solicitante hasta el pago. 
C. Módulo de radicación web de control de tiempos de respuesta. D. Módulo de 
acceso de consulta dirigido a las personas interesadas. E. Módulo de gestión de 
contestación de recursos. F. Módulo de gestión documental. G. Manual de 
funcionalidad de la herramienta tecnológica. H. Capacitación sobre el manejo 
de la herramienta tecnológica a funcionarios, como mínimo 10 personas (al 
finalizar el proceso). I. Entregar a la Defensoría del Pueblo el Sistema de 
información automatizado para desarrollar el objeto contractual, el cual deberá 
contener toda la información de las personas que hayan solicitado ser 
adherentes a las indemnizaciones por afectación en la acción de grupo relleno 
sanitario de doña Juana; y que dio trazabilidad a cada una de las solicitudes de 
adherencia a la acción, con las condiciones anteriormente descritas. 
Bajo este entendido se entregará la propiedad intelectual a la Defensoría del 
Pueblo, por lo que la Universidad Nacional de Colombia deberá realizar los 
trámites de solicitud de inscripción de software en el Registro Nacional de 
derechos de autor; y la transferencia de los derechos patrimoniales a la 
Defensoría del Pueblo ante la Dirección Nacional de Derechos de autor coma por 
ser ésta una obra por encargo. 

 
3. FASE 3: CAPAMPAÑA DE DISFUSIÓN Y REGISTRO. 
4. FASE 4: NOTIFICACIÓN Y RECEPCIÓN DE RECURSOS. 
5. FASE 5: SUSTANCIACIÓN DE RECURSOS Y NOTIFICACIÓN DE RESPUESTAS. 
6. FASE 6: ORGANIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN Y CUSTODIA. 

[…]3” 

 
En el parágrafo primero de la fase 2 del Contrato Interadministrativo No. 382 de 2018 
se manifiesta como obligación contractual que el sistema de información deberá quedar 
instalado y funcionando en los equipos y dependencias de la Defensoría del Pueblo, 
destinados al seguimiento de la acción de grupo “Relleno Sanitario Doña Juana”. Sin 
embargo, por las calidades y naturaleza propia del tipo de información y características 
del sistema, se identificó por parte de la supervisión del contrato que la transferencia 
del sistema de información (aplicación) se debe hacer de manera integral, contando con 
la infraestructura de Amazon Web Services; so riesgo de daño, pérdida o alteración de 
la información susodicha. 

 
Sobre la arquitectura del sistema de información y la elección de Amazon Web 
Services: 

 
 

 
3 Texto extraído del contrato interadministrativo 382 de 2018, suscrito entre la Defensoría del Pueblo y la Universidad Nacional de 
Colombia. 
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Doña Juana Le Responde4 se diseñó arquitecturalmente como un sistema de información 
web de tres capas (presentación, lógica y base de datos), integrado con servicios de 
apoyo, uno de los más importantes es el sistema de almacenamiento debido al alto 
volumen de documentos que se   recibirían e   intercambiarían   con   los ciudadanos. 
Además, requiere como todo sistema de información, componentes de plataforma e 
infraestructura que soporten su funcionamiento. 

 
Con estos requerimientos como contexto, se eligió Amazon Web Services como 
proveedor de los servicios de plataforma e infraestructura en lo que se ha denominado 
la nube, y así mismo como proveedor del servicio de almacenamiento por los siguientes 
motivos: 
 

- Satisface los niveles de disponibilidad requeridos en el contrato suscrito con la 
Defensoría. 

- Ofrece como servicio una base de datos de alta disponibilidad que cumple el 
requisito contractual de no requerir un licenciamiento a la Defensoría del Pueblo, 
y que para las necesidades técnicas del proyecto se adaptaba a la perfección 
(Postgresql como motor de base de datos, y Aurora como base de datos como 
servicio para alta disponibilidad). 

- Ofrece un servicio de almacenamiento que además de escalar en tamaño a las 
necesidades del proyecto, tiene un conjunto de APIs (Application Interfaces) que 
permiten agilizar el desarrollo del sistema de información al delegar en el 
servicio las tareas específicas de gestión del almacenamiento de archivos 
(cargue, descargue, consulta, manejo de la autorización, etc). 

- Es el proveedor con mejor capacidad de ejecución y visión, de acuerdo con 
la reconocida evaluación del mercado realizada por Gartner (Empresa 
consultora y de investigación de las tecnologías de la información). 

 

 
 

4 Nombre del sistema de información desarrollado por la Universidad Nacional y que debe ser entregado a la Defensoría del Pueblo 

 



 

9  

 
Proceso: Gestión Contractual 

Código: CO-P01- 
F20 
Versión: 03 

ESTUDIOS PREVIOS 
CONTRATACIÓN DIRECTA 

Vigencia desde: 
03/08/2020 

 Sobre la elección de Amazon Web Services para la entrega del sistema de 
información a la Defensoría 

 
Se analizaron técnicamente las alternativas de plataforma, infraestructura y servicio de 
almacenamiento para la entrega del sistema de información a la Defensoría, de lo cual 
quedó constancia en varias actas e informes, llegando a la conclusión que la mejor 
opción para la entrega del software a la Defensoría es Amazon Web Services por los 
siguientes motivos: 
 

- Soporta adecuadamente la arquitectura del sistema de información y se ha 
probado a lo largo de más de un año de operación. 

- El servicio de almacenamiento no es reemplazable en el Data Center de la 
Defensoría dado que no basta con tener espacio de almacenamiento, sino que se 
requiere además el conjunto de APIs que requiere el sistema de información para 
realizar las tareas de gestión del almacenamiento de los archivos. 

- Sería viable reemplazar el servicio de almacenamiento con otro equiparable 
como el Storage de Azure (la nube de Microsoft), pero habría requerido el gasto 
en desarrollo de software para implementar el consumo de las APIs provistas por 
ese servicio, desperdiciando el tiempo de prueba y maduración para corroborar 
que funcionara adecuadamente con esas APIs, tiempo limitado, por lo demás. 
Además, a fin de cuentas, sería igualmente un proveedor de servicios en la nube 
que no ofrece una mejora sustancial en costos o servicio como para haber 
justificado la migración, e incluso, de acuerdo con Gartner, no está mejor 
posicionado. 

- Se hizo evidente frente al equipo de la oficina de sistemas de la Defensoría, que 
técnicamente la administración y soporte del sistema de información no requiere 
la adquisición de nuevas capacidades en la oficina, dado que estas tareas 
resultarían indiferentes frente al proveedor de nube elegido, y se concentrarían 
en tener el conocimiento de administración de servidores Linux, servidores web 
gunicorn, nginx, y bases de datos Postgresql. 

- Teniendo en cuenta que la Universidad no gastaría recursos en desarrollo de 
software para el consumo de las APIs de un servicio de almacenamiento diferente, 
se propuso que ese recurso se destinara al pago anticipado del servidor sobre el 
que operará el sistema de información durante tres años, con lo cual se optimiza 
la utilización de recursos públicos. 

 
Sobre la contratación de ITERA como administrador del servicio, y sobre el alcance 
de los servicios a contratar: 

 
Itera es el proveedor que ha prestado desde el comienzo del proyecto el servicio de 
administración de la plataforma e infraestructura en Amazon Web Services a la 
Universidad Nacional, teniendo un resultado satisfactorio en términos de Acuerdos de 
Niveles de Servicio y en términos administrativos, pues ha facilitado a la Universidad el 
manejo de una Tasa Representativa del Mercado estable para facturar en pesos, un 
servicio cuyo origen se da en dólares, y para garantizar un cobro solo por el servicio 
consumido. 

 
Teniendo en cuenta además que la Universidad hizo la optimización del despliegue del 
sistema de información en los servicios estrictamente necesarios para garantizar la 
disponibilidad del sistema de información en una etapa que se prevé será 
primordialmente de consulta de información tanto para la Defensoría como para los 
ciudadanos, y como resultado de eso se estima que el costo anual (365 días) de los 
mismos estará por debajo de 10 millones de pesos, y dado que ITERA cobra por su servicio 
de soporte y administración un valor proporcional al consumo, estimado en un 29%, 
resulta bastante razonable para la Defensoría contratar este servicio para contar con un 
experto técnico en la administración y soporte de servicios en Amazon Web Services, 
que además le resuelve las necesidades administrativas de facturación en pesos y cobro 
unitario de acuerdo a lo consumido. 

 
Así las cosas, teniendo en Cuenta que la Defensoría de Pueblo no maneja ni tiene la 
tecnología Amazon Web Services, se solicitó a la Universidad Nacional una migración  
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 sistema AZURE, el cual según comentó la Universidad en sus primeras pruebas no se 
podía migrar o no se contaba con el recurso y el conocimiento para dicha migración ya 
que se habían usado APIs propios de Amazon Web Services. Por temas de cambio de 
administración y de finalización de los contratos existentes con la Defensoría se llegó al 
límite de los tiempos previstos. 

 
Por lo anterior, se presentaron tres propuestas para realizar la migración del sistema. 
Dichas propuestas dieron pie a reuniones con Colombia Compra Eficiente, Partners de 
AWS, Partners de AZURE, La Universidad Nacional y la Defensoría del Pueblo, donde se 
plantearon todas las opciones presentadas. 

 
De las citadas reuniones surgieron varias sugerencias basadas en dos variables 
importantes para la toma de alguna decisión, (Tiempo y costo). Teniendo en cuenta 
dichas variables fue considerado ITERA como empresa que durante dos años ha dado 
soporte a la administración de infraestructura y seguridad de la aplicación, la cual puede 
ceder de manera práctica y ágil la infraestructura necesaria con los componentes físicos 
y tecnológicos para soportar la aplicación. Teniendo en cuenta que toda la 
administración de tic’s y componentes del sistema son soportados por personal de la 
Universidad Nacional de Colombia. 

 
Es importante precisar que, para la Defensoría del Pueblo, todos los datos generados en 
virtud del contrato interadministrativo revisten una especial importancia; en este 
sentido, garantizar que los mismos no sufran alteraciones y/o modificaciones en el 
proceso de migración es de suma importancia. Por tal motivo la entidad adelantó una 
mesa de trabajo con la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra 
Eficiente, con el fin de exponer la situación antes descrita e identificar si a través de 
los Acuerdo Marco suscritos por la Agencia, era posible hacer la migración de datos, de 
forma segura. Finalizada la mesa de trabajo se concluyó que los proveedores 
seleccionados por Colombia Compra no garantizan una migración efectiva de toda la 
información requerida por la Defensoría del Pueblo. 

 
La compañía ITERA es uno de los principales Partners de AWS en Iberoamérica, 
actualmente es el proveedor de servicios a la Universidad Nacional de Colombia para la 
ejecución de la fase 2 del Contrato Interadministrativo No. 382 de 2018; por lo tanto, 
con el fin de garantizar la migración de forma efectiva a la Defensoría del Pueblo, sin 
que esta pueda sufrir afectaciones, se hace necesario contratar los servicios de la 
compañía que actualmente cuenta con todos los datos en su infraestructura tecnológica, 
por lo que se requiere de capacidades tecnológicas en la nube de AWS que permitan 
sostener una extensión de dos meses y el cierre del mismo. 

 
Por todas las razones previamente señaladas, y con el prurito último de procurar una 
óptima ejecución de las funciones propias de la Entidad, así como con su misionalidad, 
resulta menester contratar una firma en adecuadas condiciones que pueda prestar el 
servicio de alojamiento (storage) de los datos e información que se han recobrado en el 
ejercicio y ejecución del contrato interadministrativo 382 de 2018; con el último 
propósito de permitir una migración segura de los mismos a la Defensoría del Pueblo, 
garantizando que esta información, de naturaleza especialmente delicada, no sufra 
ningún tipo de alteración o daño. 

 
El actual proceso contractual se encuentra incluido dentro del Plan Anual de 
Adquisiciones de la vigencia fiscal de 2021. 

 

2. OBJETO POR CONTRATAR: 

Prestar, con plena autonomía técnica y administrativa, los servicios de administración, 
almacenamiento y seguridad del sistema de nube privada (cloud computing) de Amazon 
Web Services, así como de su plataforma e infraestructura tecnológica; para el 
alojamiento, de manera segura y disponible para la operación, de la migración de datos 
producto del Contrato interadministrativo 382 de 2018. 
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 2.1. Identificación del objeto en el clasificador de bienes y servicios UNSPSC. 
 

 
GRUPO ( E ) Productos de Uso Final 

SEGMENTO 
(43) Difusión de Técnologías de 
Información y Telecomunicaciones 

FAMILIA (21) Equipo Informático y accesorios 

 
CLASE 

(22) Sistemas de Manejo de 
almacenamiento  de  datos de 
computador 

PRODUCTO 
( 01 ) Sistema de Almacenamiento 
virtual 

 

2.2. Condiciones técnicas exigidas. 
 

 
ITEM 
Amazon Elastic Compute 
Cloud (EC2) 

Cantida 
Descripción d 

 
BoxUsage:m5.xlarge 

Máquina virtual Linux. Instancia reservada 
pagada por anticipado 

 
1 

 
 

EBS:VolumeUsage.gp2 

Almacenamiento de la máquina virtual. 
$0.10 per GB-month of General Purpose 
SSD (gp2) provisioned storage - US East 
(Northern Virginia) 

 
 

150 

Amazon Simple Storage 
Service S3 

 

 
 
 
TimedStorage-ByteHrs 

Almacenamiento ocupado en el servicio de 
almacenamiento S3 (5 TB estimados, lo 
cual sobrepasa la necesidad actual). 
$0.0230 per GB - first 50 TB / month of 
storage used 

 
 
 

5.000 

 
 

 
Requests-Tier1 

Requests web por estos métodos HTTP 
(tomando como referencia marzo, el cual 
estaría holgado frente a lo requerido en 
modo consulta) $0.005 per 1,000 PUT, 
COPY, POST, or LIST requests 

 
 

1.000.0 
00 

 
 
 
Requests-Tier2 

Requests web por el método GET de HTTP 
(usados para presentar el contenido del 
archivo o descargarlo. En marzo alcanzó 
220.000 requests) $0.004 per 10,000 GET 
and all other requests 

 
 
 
500.000 

AWS WAF (Firewall)  

 
 

USE1-Rule 

Price per Rule (Tenemos actualmente 9 
reglas pero por condiciones de producción 
en dos ambientes. Estimamos que se 
bajaría a 5) 

 
 

5 

USE1-WebACL Price per WebACL (Access Control List) 1 
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Amazon Route 53  

 
HostedZone 

$0.50 per Hosted Zone for the first 25 
Hosted Zones 

 
4 

AWS Data Transfer  

 
 

 
DataTransfer-Out-Bytes 

Transferencia de salida. En periodo de 
alto consumo e intercambio con otros 
sistemas transferimos 211GB $0.0900 per 
GB - up to 10 TB / month data transfer out 

 
 

 
50 

 
 
 
 
 
DataTransfer-Regional-Bytes 

Transferencia desde EC2 en caso de que 
se mantengan los backups periódicos. 
Actualmente son varias veces al día, pero 
se deberían bajar a una frecuencia diaria 
o semanal. $0.010 per GB - regional data 
transfer - in/out/between EC2 AZs or 
using elastic IPs or ELB 

 
 
 
 
 

393 

Amazon Simple Email Service  

 
 
 

 
Recipients-EC2 

 
Este servicio se utiliza solo para envíos de 
los enlaces cuando se hacen aprobaciones 
de documentos. Es un costo bajo por lo 
que tiende a cero, pero se menciona para 
reconocer su existencia 

 
 
 

 
NA 

 

 
3. OBLIGACIONES: 

 
3.1. Obligaciones del Contratista. 

 
1. Prestar los servicios de administración, almacenamiento y seguridad del sistema 

de nube privada (cloud computing) de Amazon Web Services, para la migración 
de datos producto del Contrato Interadministrativo 382 de 2018. 

2. Garantizar la indemnidad y seguridad de los datos e información producto del 
Contrato Interadministrativo 382 de 2018 en el proceso de migración de estos a 
la Defensoría del Pueblo. 

3. Prestar los servicios storage (almacenamiento) en la nube de acuerdo con los 
requerimientos técnicos, durante la ejecución del contrato, aplicando las 
mejores prácticas de acuerdo con la CSA (Cloud Security Alliance) para asegurar 
el mayor valor agregado de los servicios prestados. 

4. Prestar debida inducción a los funcionarios encargados de la Defensoría del 
Pueblo en el acceso, administración y manejo del sistema de almacenamiento, 
el sistema de información, la plataforma e infraestructura de la nube privada 
Amazon Web Services en lo que respecta a la información u datos producto del 
contrato interadministrativo 382 de 2018. 

5. Asegurar y dar Soporte técnico en español a la Defensoría del Pueblo en horario 
7x24x365 con los siguientes tiempos de respuesta: 
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6. Adquirir oportunamente licencias, autorizaciones y/o permisos que se requieran 
para el cumplimiento de las obligaciones que le corresponden dentro del contrato 

7. Poner en marcha la infraestructura tecnológica en un término no mayor a 10 días 
hábiles. 

8. Guardar la debida confidencialidad respecto de la documentación y trámites 
realizados en cumplimiento del objeto del contrato, entendida por tal, no solo 
no hacer pública dicha información sino además su adecuada manipulación. 

9. Acreditar una cuenta corriente o de ahorros con base en el listado de bancos y 
corporaciones que para tal efecto tiene la Subdirección Financiera de la 
Defensoría del Pueblo, para realizar el pago acordado en el contrato. 

10. Constituir y publicar en la plataforma del SECOP II la garantía única exigida en 
el contrato. 

11. Suscribir junto con el supervisor del contrato, el acta de inicio de actividades. 
12. . Diligenciar y suscribir junto con el supervisor del contrato el formulario de 

Calificación de Contratistas, el cual será concertado al inicio de la ejecución del 
contrato. 

13. Para los correspondientes pagos se deberá enviar y publicar en la plataforma del 
SECOP II el formulario de Informe de Contratistas (Descargable del Mapa de 
Procesos de la Entidad) y los documentos requeridos. 

14. Enviar mensualmente a través de la plataforma del SECOP II, copia de los 
comprobantes de pago de los aportes al sistema de seguridad social en salud, 
pensiones y riesgos laborales, que serán verificados por el Supervisor del 
contrato, los cuales deberán liquidarse con base en los honorarios mensuales 
pactados. 

15. Publicar en la plataforma del SECOP II el informe final de las actividades 
ejecutadas. 

16. Responder, cuando haya lugar a ello, por los elementos devolutivos que le sean 
asignados para el desarrollo de sus actividades y hacer entrega de estos, al 
momento de la terminación del contrato al Almacén General de la Defensoría del 
Pueblo, en coordinación con el supervisor. En consecuencia, el contratista, 
deberá dar cumplimiento a los procedimientos previstos por la Defensoría del 
pueblo, en cuanto a la devolución formal de bienes muebles proporcionados para 
la ejecución del objeto del contrato y sus actividades, entre ellos: equipo de 
cómputo, carné institucional y comunicaciones entre otros. 
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17. Entregar a la finalización del contrato y mediante inventario, los documentos de 
archivo físicos y electrónicos que se encuentren en equipos de cómputo, sistemas 
de información, medios portátiles de almacenamiento y en general en cualquier 
dispositivo o medio electrónico. El Supervisor efectuará la verificación respectiva 
y dejará constancia del recibido a satisfacción en el informe final. 

18. Las demás que se deriven del objeto y naturaleza del contrato. 
 

3.2. Obligaciones de la Defensoría del Pueblo. 

 
En desarrollo del objeto contractual La DEFENSORÍA contrae las siguientes obligaciones: 

a. Ejercer la supervisión del contrato. 
b. Realizar en la forma y condiciones pactadas el pago de los honorarios en 

la cuenta indicada por EL CONTRATISTA. 
c. Reconocer los gastos de viaje y desplazamiento a que haya lugar, previa 

aprobación del Supervisor y la Secretaria General. 

 
4. MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y SU JUSTIFICACIÓN: 

 
La Contratación Directa para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la 
gestión, se encuentra estipulada en el literal h) del numeral 4 del artículo 2° de la Ley 
1150 de 2007 y conformidad con el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015, se 
establece que: 

 
“Las entidades estatales pueden contratar bajo la modalidad de contrata- 
ción directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión 
con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el 
objeto del contrato, siempre y cuando la entidad estatal verifique la 
idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se 
trate. En este caso, no es necesario que la entidad estatal haya obtenido 
previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar 
constancia escrita. 

 
Los servicios profesionales y de apoyo a la gestión corresponden a aquellos 
de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan 
del cumplimiento de las funciones de la entidad estatal, así como los 
relacionados con actividades operativas, logísticas, o asistenciales (…)” 

 
Por lo anterior, la selección del contratista se realiza en atención a la idoneidad y 
experiencia para ejecutar el objeto contractual, haciendo viable la contratación directa 
de prestación de servicios  de apoyo a la gestión, dadas las situaciones y actividades 
relacionadas en el título “JUSTICACIÓN” del presente documento, en donde se 
relacionan los elementos tales como la falta de personal capacitado para el desarrollo 
de las actividades de apoyo a ejecutar y las características técnicas de los mismos, las 
cuales se enmarcan dentro de la gestión administrativa de la Defensoría del Pueblo. 

 
Frente a las características del tipo contractual mencionado, el Consejo de Estado, 
Sección Tercera  en sentencia de Unificación del 2 de diciembre de 2013 con radicado 
41719, señaló.  

 
[…] obsérvese que los contratos de prestación de servicios de simple “apoyo 
a la gestión” conforme se deduce del análisis de la Ley de contratación 
pública, son todos los demás contratos de prestación de servicios permitidos 
por el artículo 32 No. 3 de la Ley 80 de 1993 que no correspondan a los 
profesionales, esto es, que involucren cualesquiera otras actividades 
también identificables e intangibles que evidentemente sean requeridas por 
la entidad estatal y que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad 
de apoyo, acompañamiento, o soporte, de lo cual se puede deducir que 
caben tanto actividades con énfasis en lo intelectual, como también algunas 
otras caracterizadas por la acción material del contratista, en donde no es 
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 que el contratista no realice actividades de carácter intelectual (pues éstas 
son intrínsecas al ser humano), sino que lo predominante es el actuar como 
ejecutor, con el propósito y finalidad de satisfacer necesidades de las 
entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa o 
funcionamiento de la misma, por personas no profesionales y que no 
implican el ejercicio de funciones públicas administrativas, como ya se 
explicó en párrafos anteriores.  

 
De igual forma se ha pronunciado  la Corte Constitucional mediante Sentencia C-154 de 
1997 sobre el contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión, en la cual se  
destacó las características de la referida tipología contractual en los siguientes 
términos: 
 
(…) 
 

“El contrato de prestación de servicios se celebra por el Estado en aquellos 
eventos en que la función de la administración no puede ser suministrada por 
personas vinculadas con la entidad oficial contratante o cuando requiere de 
conocimientos especializados, para lo cual se establecen las siguientes 
características: a. La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer 
para la ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación 
profesional de una persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las 
respectivas labores profesionales. b. La autonomía e independencia del 
contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento 
esencial de este contrato. c. La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, 
su duración debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el 
objeto contractual convenido. Por último, no es posible admitir confusión alguna 
con otras formas contractuales y mucho menos con los elementos configurativos 
de la relación laboral, razón por la cual no es procedente en aquellos eventos el 
reconocimiento de los derechos derivados de la subordinación y del contrato de 
trabajo en general, pues es claro que si se acredita la existencia de las 
características esenciales de éste quedará desvirtuada la presunción establecida 
en el precepto acusado y surgirá entonces el derecho al pago de las prestaciones 
sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de la primacía de la 
realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo”. 
 
(…)”. 

 
De conformidad con lo anterior, la Defensoría del Pueblo se encuentra facultada para 
contratar directamente a la persona natural o jurídica que se encuentre en capacidad 
de ejecutar el objeto del contrato y que cuente con la idoneidad y experiencia 
relacionada directamente con el área que se requiera, entendiendo como tales los 
servicios de naturaleza técnica. 

 
Así las cosas, el objeto establecido para el contrato a celebrar se puede ejecutar por 
una persona jurídica con amplia experiencia en el campo de la administración de 
servicios de nube privada (cloud computing), especialmente en la administración de los 
servidores de Amazon Web Services, habida cuenta de que es la plataforma e 
infraestructura que actualmente almacena la información producto del contrato 
interadministrativo 382 de 2018. 

 
 

• PRINCIPIO DE ECONOMÍA EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL. 
 

Con el cumplimiento efectivo de este principio en la contratación estatal, se busca la 
eficiencia y celeridad en todas las actuaciones de la entidad y del contratista, lo que se 
concreta en la agilización de los trámites. 

 
Con él se insta para que se lleven a cabo los procedimientos y etapas estrictamente 
necesarios para seleccionar la propuesta que resulte más afín a los intereses del estado 
objetivamente. Asimismo, se busca que toda actuación en la ejecución y cumplimiento 
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 de las obligaciones a cargo de cada parte se desarrolle optimizando costos y evitando 
dilaciones o perjuicios para el otro. 

 
En materia de contratación estatal el principio de economía está consagrado en el art. 
25 del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (Ley 80 de 1993), 
Los procedimientos o etapas deben ser los estrictamente necesarios para seleccionar la 
propuesta más afín a los intereses del Estado y todos los trámites deben adelantarse con 
austeridad en tiempo y de recursos en términos de la actuación administrativa, por lo 
cual los plazos u oportunidades son preclusivas y perentorias.1 

 
De esta manera, la normatividad contractual deberá implementarse a condición de que no 
exista lugar a trámites distintos y adicionales a los expresamente señalados, y que 
permitan un expedito cumplimiento de los fines y propósitos de la contratación estatal. 
 

• PRINCIPIO DE CELERIDAD EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL. 
 

La Corte Constitucional en sentencia T- 731 de 1998, definió el principio de celeridad  en 
los siguientes términos: 

 
“(…) comporta la indispensable agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo de 
entidades y servidores públicos para lograr que alcancen sus cometidos básicos con 
prontitud, asegurando que el efecto de su gestión se proyecte oportunamente en la 
atención de las necesidades y aspiraciones de sus destinatarios.”6 

 
El principio de celeridad hace referencia a la agilidad en la gestión administrativa y se 
asocia con el Art 84 de la Carta política que prohíbe la interposición de trámites 
adicionales para el ejercicio de una actividad que ya ha sido previamente reglamentada. 
De análoga manera, este principio se relaciona con el principio de oportunidad con el 
que deben actuar todos aquellos que desempeñan funciones públicas, pues bien, con el 
prurito de satisfacer plenamente las necesidades de la administración y así no incurrir 
en retardos injustificados en la prestación del servicio, se imprime la necesidad de una 
actuación pronta y expedita por parte de los funcionarios y las entidades. 

 

• PRINCIPIO DE EFICACIA EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL. 
 

La Eficacia es naturalmente entendida como la capacidad de lograr el efecto deseado o 
esperado con una actuación determinada. En términos administrativos refiere a la 
idoneidad que se le demanda a la administración pública para que obtenga los resultados 
esperados en el ejercicio de sus funciones de manera oportuna, adecuada y expedita. 

 
Es así como, concretamente en nuestro ordenamiento jurídico, el numeral 11, art. 3° 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo describe 
el principio de eficacia en los siguientes términos: 

 
“En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos 
logren su finalidad y, para tal efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente 
formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo 
con este Código las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la 
efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa.”7 

 
 

5. VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y LA JUSTIFICACIÓN DE ESTE: 
 

El valor estimado del contrato asciende a la suma de VEINTIÚN MILLONES SEISCIENTOS 
CUATRO MIL SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS ($21.604.668,00) incluido IVA, y 

                                            
5 Ver, Fonseca Eduardo; Cepeda Liliana; Oliveros Fernando; Prado Natalia & Amaya Laura. Vlex “Práctico 

de Contratación Estatal”. Octubre 2020. Disponible en: https://app-vlex- 
com.ez.urosario.edu.co/#sources/13011 
 
6 Ibidem 
7 Ibid 
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 demás impuestos a que haya lugar. 
 

Para determinar este presupuesto, teniendo en cuenta la necesidad descrita por la 
entidad, fue solicitado por parte de la Defensoría del Pueblo cotización a la compañía 
itera cotización para la migración de los servicios, la cual fue remitida a la entidad el 
11 de julio de 2021, con los valores que se describen a continuación: 

 
SERVICIOS ESENCIALES PARA EL SISTEMA DE INFORMACIÓN Y EL SERVICIO DE 
ALMACENAMIENTO EN AWS: 

 

SERVICIOS COSTO MENSUAL COSTO POR CONTRATO 

CONSUMOS AWS $1.453.776 $8.722.656 

AWS SUPPORT $145.378 $872.266 

ADMINISTRACION $303.839 $1.823.035 

TOTAL $1.902.993 $11.417.957 

 
SERVICIO DE ALMACENAMIENTO EN AWS (PARA LA ALTERNATIVA CON 
INFRAESTRUCTURA EN EL DATACENTER DE LA DP) 

 

SERVICIOS 
COSTO MENSUAL COSTO POR CONTRATO 

CONSUMOS AWS $488.720 $2.932.320 

AWS SUPPORT $48.872 $293.232 

ADMINISTRACION $102.142 $612.855 

TOTAL $639.734 $3.838.407 

 

SERVICIOS ADICIONALES 
 

SERVICIOS COSTO MENSUAL COSTO POR CONTRATO 

CONSUMOS AWS $415.320 $2.491.920 

AWS SUPPORT $41.532 $249.192 

ADMINISTRACION $86.802 $520.811 

TOTAL $543.654 $3.261.923 

 
RESUMEN 

 

SERVICIOS COSTO MENSUAL COSTO POR CONTRATO 

SERVICIOS ESENCIALES PARA EL 
SISTEMA DE INFORMACIÓN Y EL
 SERVICIO DE 
ALMACENAMIENTO EN AWS: 

 
$1.902.993 

 
$11.417.957 

SERVICIO DE ALMACENAMIENTO 
EN AWS (PARA LA ALTERNATIVA 
CON INFRAESTRUCTURA EN EL 
DATACENTER DE LA DP) 

 
$639.734 

 
$3.838.407 

SERVICIOS ADICIONALES $543.654 $3.261.923 

TOTAL 
$3.086.381 $18.518.287 

IVA $3.518.475 

TOTAL + IVA 
$21.604.668 

 
Sin embargo, con el objetivo de procurar la aplicación de los principios de economía, 
transparencia y publicidad de la contratación estatal, la Defensoría del Pueblo realizó 
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 un estudio de la forma en la que otras entidades estatales en la presente anualidad han 
contratado servicios de carácter similar. Para ello se realizó una investigación de 
procesos contractuales similares en la plataforma SECOP II, administrada por la Agencia 
Nacional de Contratación Pública (Colombia Compra Eficiente), información que se 
profundiza en el Estudio del Sector. 

 
Con esta información en mente, la entidad pudo evidenciar que los precios ofertados 
por la firma ITERA S.A.S., no solo mantiene los estándares del mercado de los servicios 
de cloud computing, sino que además en muchos casos resulta menor a lo que se ha 
pagado por otras entidades. Con lo cual se brinda una garantía de seguridad en lo que 
respecta a la debida apropiación de los recursos públicos. 

 
6. FORMA DE PAGO: 

 

La Defensoría del Pueblo pagará al contratista por conducto de la Subdirección 
Financiera, mes calendario vencido el valor de CUATRO MILLONES TRESCIENTOS VEINTE 
MIL NOVECIENTOS TREINTA Y TRES PESOS MCTE ($4.320.933) incluidos los impuestos 
a que hubiere lugar, o proporcional al tiempo de ejecución contractual con posterioridad 
a la suscripción del acta de inicio. El pago está sujeto a la presentación de la factura o 
cuenta de cobro, Declaración juramentada de Seguridad Social, soportes de pago de 
seguridad social del periodo inmediatamente anterior, formato para pago de contratistas, 
Informe de ejecución con sus soportes y el informe de supervisión, donde se evidencie 
el cumplimiento a satisfacción. 

 
Los desembolsos antes señalados se realizarán con sujeción al PAC y a la ubicación de 
fondos, de tal manera que la Defensoría del Pueblo no asume responsabilidad alguna por 
la demora que pueda presentarse en dichos pagos y por lo tanto el contratista cumplirá 
con sus obligaciones y no podrá aducir como justificación alguna para su no realización, 
demora en el pago. 

 
En todo caso el primer pago se liquidará y pagará a partir de la fecha de suscripción del 
acta de inicio de actividades. 

 

7. CRITERIO DE SELECCIÓN: 
 

Se requiere la contratación de una persona natural o jurídica que preste el servicio de 
implementación de infraestructura tecnológica teniendo en cuenta los siguientes 
criterios: 

 
CRITERIOS 

Persona Jurídica - Con por lo menos 3 años de creación y que incluya en 
su objeto social: 
Servicio Administrado de Infraestructura en AWS [SAI] 

Experiencia relacionada Persona jurídica: Presentar hasta dos certificaciones de 
contratos suscritos y ejecutados con el sector público o 
privado en los que desarrolle actividades de servicio de 
implementación de infraestructura tecnológica. 

 
Según lo descrito en el artículo séptimo de la Resolución 092 de 2021 señala lo siguiente: 

 
“Quedan excluidos de la presente resolución los contratos de prestación de servicios a 
suscribir con personas jurídicas, los contratos de prestación de servicios para la 
implementación del Sistema Nacional de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo, 
así como aquellos que requieran el desarrollo de trabajos artísticos”. 

 

8. ANÁLISIS DE RIESGO: 
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9. GARANTÍAS: 
 

Se garantizará el cumplimiento de las obligaciones que se adquieren por la suscripción 
del contrato mediante la constitución de una garantía única de conformidad con lo 
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establecido en la Ley 1150 de 2007 y en el Decreto 1082 de 2015, la cual debe 
constituirse a favor de la Defensoría del Pueblo, de la siguiente manera: 

 
AMPARO PORCENTAJE VIGENCIA 

Garantía de cumplimiento 25% 
El término de ejecución del contrato 
y seis (6) meses más, y en todo caso 
hasta la liquidación del contrato. 

Garantía de calidad del 
servicio 

25% 
Con una duración igual a la del 
Contrato y seis (06) meses más. 

Garantía de calidad y 
Correcto funcionamiento de 
los bienes. 

 
25% 

Con una duración igual a la del 
contrato y seis (06) meses más. 

Salarios, Prestaciones 
Sociales e Indemnizaciones. 

5% 
Con una duración igual a la del 
contrato y tres (03) años más. 

 

10. PLAZO 

 
El plazo para la ejecución del contrato será hasta el TREINTA (30) DE DICIEMBRE DE 
2021, contados a partir de la suscripción del Acta de Inicio de actividades, previo 
registro presupuestal correspondiente y aprobación de la garantía única por parte del 
Grupo de Contratación de la Defensoría del Pueblo. 

 
11. LUGAR 

 
Los servicios se prestarán en forma personal en la ciudad de Bogotá D.C. en las 
instalaciones de la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Judiciales. 

 
En el evento en que El CONTRATISTA deba desplazarse a ciudades diferentes a aquella 
en la cual presta sus servicios según el objeto del presente contrato, previa solicitud del 
Supervisor y aprobación de la secretaria general, se le pagarán gastos de desplazamiento 
de acuerdo con lo establecido por La DEFENSORÍA, mediante resolución vigente. 

 

12. SUPERVISIÓN: 
 

La supervisión del contrato de prestación de servicios profesionales estará a cargo del 
Director Nacional de Recursos y Acciones Judiciales o quien haga sus veces, a quien le 
corresponderá cumplir con lo establecido en el Manual de Contratación y el Manual de 
Supervisión e interventoría de la Defensoría del Pueblo. 
 

 
El Ordenador del Gasto de la Defensoría del Pueblo podrá modificar u nilateralmente 
la designación del supervisor para lo cual bastará comunicación escrita en tal sentido. 
 

 
 

 

 
RUBBY CECILIA DURAN MALDONADO 

Directora Nacional de Recursos y Acciones Judiciales 
Defensoría del Pueblo. 

 
 

Proyección Jurídica: Omar Mejía Olmos 
Revisó: Rubby Cecilia Duran Maldonado 


